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       I. INTRODUCCIÓN 

 
        En los últimos años, ha surgido cierto debate acerca de la posibilidad de desheredar 

o excluir a un hijo del testamento de sus progenitores por falta de vínculo afectivo entre 

ambos. En este sentido, el ordenamiento jurídico prevé una serie de causas legales de 

desheredación -entre las que no se encuentra la mera inexistencia de relación familiar-, 

algunas de las cuales han sido objeto de interpretación por el Tribunal Supremo, como se 

desarrollará en el presente dictamen.  

 

Ello ha generado gran controversia a raíz de la pandemia de la COVID-19, durante la que 

un gran número de personas de avanzada edad -cada vez más presentes en la sociedad 

debido al aumento de la esperanza de vida- han sufrido la soledad y el desapego que 

supone el ser desatendidos por sus propios hijos. 

 

Dada la relevancia y el carácter actual de dicha cuestión, el presente dictamen tiene por 

objeto el estudio de la acción de impugnación y nulidad de disposiciones testamentarias 

por desheredación injusta, en concreto, por falta de relación familiar entre el causante y 

su único hijo. 

 
Así, a través del estudio y análisis de un supuesto de hecho concreto, se pretende dilucidar 

en qué punto convergen los principios que amparan la libertad de testar y la primacía de 

la voluntad del testador, y los derechos que asisten al heredero forzoso -siendo éste el 

único hijo del testador- que ha sido despojado injustamente de su derecho a suceder.  
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 II. ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 D. Javier Pérez Ruiz -a quien se le va a identificar como Sr. Pérez a lo largo del 

presente dictamen-, de vecindad civil aragonesa, sin descendencia y con la edad de 

veinticuatro años en la actualidad, ha recibido la noticia del fallecimiento de su padre -de 

vecindad civil aragonesa y con último domicilio habitual sito en Zaragoza-, con quien no 

mantenía relación de ningún tipo desde hacía dieciocho años.     

 

Para comprender el motivo de dicha falta de relación paterno-filial, resulta preciso traer 

a colación el procedimiento de divorcio de mutuo acuerdo por el que se extinguió el 

vínculo matrimonial entre los progenitores del Sr. Pérez -quien en ese momento tenía la 

edad de cinco años-. En dicho proceso, se estableció la guarda y custodia individual a 

favor de la madre del Sr. Pérez, con el siguiente régimen de visitas a favor del padre: 

«todos los fines de semana alternos desde las 20.00 horas del viernes hasta las 20.00 horas 

del domingo», así como la mitad de diversos períodos vacacionales. Consecuentemente, 

el padre debía abonar una pensión de alimentos de 200 euros mensuales. 

 

Transcurridos ocho meses del citado procedimiento de divorcio, el padre del Sr. Pérez 

comenzó a incumplir el régimen de visitas establecido y su obligación de pago de la 

pensión de forma voluntaria y unilateral, motivo por el cual fue perdiendo 

progresivamente relación con su hijo, quien en ese momento tenía la edad de seis años.  

 

Como consecuencia, la madre del Sr. Pérez interpuso una demanda de modificación de 

medidas solicitando que se modificara el régimen pactado por un régimen de visitas 

consistente en todos los domingos alternos en un punto de encuentro familiar (en adelante, 

PEF). En dicho procedimiento, se aportó un informe psicosocial emitido por el psicólogo 

del centro escolar donde estudiaba el menor, tras concertar una serie de entrevistas con el 

mismo. Este informe concluyó que el menor tenía un sentimiento constante de orfandad, 

habiendo sufrido daños psicológicos e incluso físicos por parte de su padre. Asimismo, el 

citado informe determinaba la existencia de actividades inapropiadas para el menor 

durante las ocasiones en que éste se encontraba en compañía de su padre. Finalmente, se 

dictó sentencia declarando como hechos probados que, «el padre no proporciona a su hijo 

el ambiente adecuado para propiciar una adecuada relación entre ambos. Es escasamente 
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responsable para asumir obligaciones y prioriza sus propias necesidades por encima del 

interés de su hijo». En atención a tales circunstancias, se fijó un régimen de visitas de un 

único día semanal a través del PEF competente.  

 

De forma paralela a este proceso, la madre del Sr. Pérez interpuso una demanda de 

ejecución de sentencia en relación con el régimen de visitas durante los períodos 

vacacionales, que el padre del Sr. Pérez venía incumpliendo del mismo modo. Ante dicha 

circunstancia, se dictó Auto concluyendo que el padre del Sr. Pérez había renunciado al 

régimen de vacaciones fijado en el citado proceso de divorcio. 

 

Tras el proceso de modificación de medidas, el padre del Sr. Pérez cumplió regularmente 

las visitas concertadas en el PEF. Transcurrido un año y, de conformidad con lo dispuesto 

en la sentencia de modificación de medidas, las visitas dejaron de realizarse en el PEF y 

las entregas y recogidas del menor comenzaron a darse en el domicilio materno. En ese 

momento, el padre del Sr. Pérez comenzó a incumplir de nuevo el régimen de visitas y 

fue a partir de entonces cuando el Sr. Pérez dejó de tener contacto alguno con su padre.  

 

Tras recibir la noticia del fallecimiento de su progenitor a causa de una enfermedad -de 

la cual su hijo no tenía siquiera conocimiento-, el Sr. Pérez solicitó el certificado de 

últimas voluntades del fallecido, con el fin de conocer si éste había otorgado testamento 

con anterioridad a su muerte. Dicho certificado confirmó que, efectivamente, el padre del 

Sr. Pérez otorgó testamento -sin constar la existencia de un testamento anterior-, en cuya 

cláusula primera se establecía expresamente la voluntad del testador de desheredar a su 

único hijo -el Sr. Pérez-, privándole de cualquier derecho legitimario que pudiera 

corresponderle. Y ello, acogiéndose a lo dispuesto en los artículos 509 y siguientes del 

Código de Derecho Foral Aragonés (en adelante, CDFA). La causa alegada para 

fundamentar tal desheredación era del siguiente tenor: 

 

 «El motivo de su desheredación se debe a la inexistencia de vínculo alguno con 

 su único hijo desde hace más de diez años, desconociendo, incluso, su actual 

 paradero.  Que, durante todo ese tiempo, su hijo no ha manifestado ningún interés 

 por contactar con él, ni tampoco se ha preocupado por su salud ni por su 

 sustento económico». 
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A consecuencia de lo anterior, el testador -en la cláusula segunda del testamento- 

nombraba e instituía herederas universales de todos sus bienes a sus dos sobrinas -D.ª 

María y D.ª Laura López- por iguales partes entre ellas, con derecho de sustitución vulgar 

a favor de sus descendientes, y en su defecto, el de acrecer entre ellas. 

 

En atención a lo expuesto, el Sr. Pérez se pregunta cómo actuar ante tal situación, pues 

se ha visto privado de su derecho a suceder sin que la pérdida de relación con su 

progenitor le sea imputable.  
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       III. CUESTIONES PLANTEADAS 
 

        El presente dictamen se emite con el objeto de abordar las siguientes cuestiones. 

 

En primer lugar, se analizarán las posibles soluciones al conflicto jurídico planteado, así 

como los requisitos procesales para la interposición de una demanda de impugnación y 

nulidad de disposiciones testamentarias, determinando así la viabilidad procesal de la 

misma. 

 

Tras dilucidar dicha cuestión, se procederá a estudiar el fondo de la acción pretendida en 

el supuesto de hecho planteado, analizando previamente en qué punto convergen los 

principios que amparan la voluntad del testador y los derechos que asisten a aquel que se 

ha visto despojado injustamente de su derecho a suceder. 

 

El examen de las anteriores cuestiones permitirá determinar las consecuencias de la 

nulidad de la disposición testamentaria impugnada en caso de estimarse tal pretensión 

para, posteriormente, elaborar las conclusiones del presente dictamen. 
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IV. NORMATIVA APLICABLE 
 

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 

 

Constitución Española. 

 

Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, por el que se 

aprueba, con el título de «Código del Derecho Foral de Aragón», el Texto Refundido de 

las Leyes civiles aragonesas. 

 

Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se 

aprueba el texto refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de 

Aragón en materia de tributos cedidos. 

 

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

 

Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

 

Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. 

 

Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento del 

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 
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V. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

     1. ANÁLISIS DE LAS POSIBLES SOLUCIONES AL CONFLICTO 

 

          1.1. Posible acuerdo extrajudicial previo a la interposición de la demanda 

 

          Tras el análisis de los antecedentes de hecho, resulta preciso valorar las distintas 

vías existentes para tratar de resolver el litigio planteado. 

 

En primer lugar, resulta conveniente, en aras de solucionar el conflicto de forma 

extrajudicial, llevar a cabo una reclamación extrajudicial previa con el fin de alcanzar un 

acuerdo. De este modo, en caso de prosperar, se podrá solventar la cuestión eludiendo la 

vía judicial, que resulta más costosa y dilatada en el tiempo para las partes. 

 

La posibilidad de plantear una solución extrajudicial se llevará a cabo mediante el envío 

de un burofax a aquellos que han sido instituidos herederos en el testamento que se 

pretende impugnar -en este caso, las primas del Sr. Pérez, D.ª María y D.ª Laura López-, 

pues éstos ostentan la legitimación pasiva en este proceso -tal como se abordará en el 

siguiente apartado del presente epígrafe-. El contenido de dicha comunicación incluirá la 

intención del desheredado -el Sr. Pérez- de impugnar el testamento otorgado por su 

progenitor, con base en la no concurrencia de causa legal de desheredación alguna. 

Asimismo, se señalará que, en caso de no obtener respuesta por parte de las herederas o 

si no se lograra alcanzar un acuerdo satisfactorio para las partes, el Sr. Pérez procederá a 

ejercitar las acciones legales oportunas en defensa de sus intereses.  

 

Tras el envío de dicho burofax, puede darse la situación de que las herederas estén de 

acuerdo con el contenido del mismo y, en consecuencia, con la inexistencia de causa legal 

alguna para la desheredación del Sr. Pérez. En este sentido, cabe traer a colación la 

Resolución de 5 de octubre de 2018, de la Dirección General de los Registros y del 

Notariado, que establece que, «la privación de eficacia del contenido patrimonial de un 

determinado testamento exige, a falta de conformidad de todos los afectados, una previa 

declaración judicial que, tras un procedimiento contencioso instado por quien esté 

legitimado para ello, provoque su pérdida de eficacia (total o parcial). […] En 

consecuencia, concurriendo esa conformidad de todos los interesados, no es necesaria esa 
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declaración judicial de privación de eficacia de la cláusula de desheredación». De este 

modo, tal como se establece en la Resolución Vinculante de la Dirección General de 

Tributos, V0579-22, de 21 de marzo de 2022, la Dirección General de los Registros y del 

Notariado -Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en la actualidad- 

reconoce en su doctrina la validez y eficacia de los acuerdos extrajudiciales de los 

afectados en los supuestos de desheredación en un testamento. 

 

Dicho lo que antecede, en caso de conformidad por parte de las herederas, sería 

conveniente alcanzar un acuerdo transaccional en escritura pública con el fin de evitar la 

impugnación de las disposiciones testamentarias por la vía judicial. Tal acuerdo 

consistiría en la distribución y adjudicación de los bienes de forma distinta a la establecida 

en el testamento cuya validez se cuestiona, concretamente, en la proporción que 

legítimamente hubiera correspondido al Sr. Pérez -la mitad del caudal relicto-.  

 

Respecto a la tributación de dicha atribución -cuestión que será desarrollada con detalle 

más adelante-, la Resolución Vinculante de la Dirección General de Tributos, V1514-11, 

de 10 de junio de 2011, establece que, «si la desheredación fue hecha sin expresión de 

causa o por alguna que no fuera de las antes mencionadas [previstas en los artículos 853 

y 756 CC], la interpretación conjunta de los artículos 849 y 851 del Código Civil conduce 

a entender que, no teniendo plena validez tal disposición testamentaria, la parte de la 

legítima estricta correspondiente al desheredado entra en su patrimonio directamente del 

causante, por lo que la tributación procedería como operación sucesoria. Por el contrario, 

si la desheredación fue hecha con expresión de alguna de las causas antedichas y, no 

obstante, los restantes coherederos y cónyuge pretenden transmitir su parte de legítima al 

desheredado significaría, con independencia de las motivaciones que les impulsen, la 

renuncia gratuita a favor de persona determinada de un derecho integrado en sus 

respectivos patrimonios, por lo que estaríamos ante una adquisición “inter vivos” y, por 

ende, la transmisión debería tributar como donación».  

 

En definitiva, dado que, en el supuesto objeto de análisis, el otorgante no justificó la 

desheredación del Sr. Pérez con ninguna de las causas previstas legalmente, si las 

herederas -D.ª María y D.ª Laura López- deciden reconocer el derecho de suceder del 

desheredado, éste podrá recibir la parte correspondiente a la legítima estricta si así lo 
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consideran conveniente y dicha cuantía formará parte del patrimonio del Sr. Pérez de 

forma automática, tributando como operación sucesoria. 

 

          1.2. Viabilidad procesal de la demanda  

        

          Partiendo de que el intento de alcanzar un acuerdo extrajudicial previo a la 

interposición de la demanda no ha prosperado, resulta preciso analizar la viabilidad 

procesal de la demanda a interponer, teniendo en cuenta las circunstancias expuestas en 

el supuesto de hecho planteado. 

 

En primer lugar, es fundamental determinar la acción que se va a ejercitar. En este sentido, 

el artículo 424.1 del CDFA establece que, «es nula la disposición testamentaria 

esencialmente determinada por un motivo contrario a la ley, al orden público o a las 

buenas costumbres». Asimismo, el artículo 423.1 del mismo texto legal dispone en su 

apartado a) que, «son nulos los testamentos en cuyo otorgamiento no se hayan observado 

los requisitos esenciales prescritos por la ley para los testadores, el contenido o la forma 

del testamento otorgado». De este modo, la Ley distingue entre invalidez del testamento 

y de las disposiciones testamentarias, lo cual resulta relevante cuando el testamento cuya 

validez se cuestiona revoca un testamento anterior -lo cual no ocurre en el supuesto 

analizado-. Así, en caso de ser inválido el testamento, la sucesión debe deferirse por otro 

título válido o por las normas de la sucesión legal; sin embargo, si la invalidez afecta 

únicamente a determinadas disposiciones testamentarias, la sucesión se defiere según el 

testamento que las contiene, siendo de aplicación las restantes disposiciones que sean 

válidas, si las hubiere, en virtud del artículo 424 del CDFA1. 

 

En suma, el CDFA determina los supuestos en los que el testamento o la disposición 

testamentaria impugnada no es nula, sino anulable. Por un lado, el artículo 423.2 establece 

que un testamento es anulable cuando, pese a reunir los requisitos y formalidades legales, 

haya sido otorgado por un sujeto con la edad requerida y no incapacitada judicialmente 

para testar pero que carece de capacidad natural, así como aquel que haya sido otorgado 

con engaño, violencia o intimidación grave. Por otro lado, es anulable aquella disposición 

testamentaria que haya sido otorgada con error en la persona o en el objeto, con engaño, 

                                                
1 SÁNCHEZ-RUBIO GARCÍA, A., «Cuestiones de invalidez testamentaria en la sucesión aragonesa» en 
Revista de derecho civil aragonés, nº 16, 2010, pp. 145-146. 
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violencia o intimidación grave, conforme a lo dispuesto en el artículo 424.2 CDFA. Al 

igual que en los casos de nulidad, la anulabilidad de una disposición testamentaria no 

afectará a la validez o eficacia de las demás, a no ser otra la voluntad del testador, en 

virtud del artículo 424.3 CDFA. 

 

En atención a lo expuesto, dado que en el supuesto planteado -como se expondrá más 

adelante- no se ha respetado por el testador lo dispuesto por las normas imperativas 

aragonesas en materia de Derecho de Sucesiones, al haber desheredado sin causa legal a 

su único hijo -cláusula primera- y, en consecuencia, haber instituido como herederas 

universales a sus sobrinas -cláusula segunda-, lesionándose por lo tanto la legítima 

regulada en el ordenamiento jurídico aplicable, procede la interposición, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 424.1 del CDFA, de una demanda de juicio ordinario en ejercicio 

de la acción de nulidad de disposiciones testamentarias contenidas en el testamento 

abierto otorgado por el progenitor del Sr. Pérez, solicitando la declaración de nulidad de 

pleno derecho de la cláusula primera del testamento, en la que se expresa el motivo de 

desheredación de su único hijo, así como de la institución de heredero en cuanto 

perjudique al Sr. Pérez, declarando igualmente el derecho de éste a recibir la parte de la 

herencia que le corresponde como heredero legitimario y a intervenir como tal en las 

operaciones particionales que hayan de practicarse respecto de dicha herencia, 

condenando a las demandadas conforme a tales pretensiones y al pago de las costas 

causadas en el procedimiento. El proceso se sustanciará por los trámites del juicio 

ordinario conforme a lo previsto en los artículos 399 de la LEC, al tratarse de una cuantía 

indeterminada, en virtud del artículo 249.2 de la LEC. 

 

Dicho lo que antecede y, por lógico que parezca a priori, para interponer una demanda de 

impugnación de disposiciones testamentarias es requisito indispensable que se haya 

producido el fallecimiento del testador. En este sentido, cabe citar la STS nº 128/2010, 

de 23 de marzo2, que establece que, «el testamento es un acto sin eficacia hasta que se 

produce la muerte del causante. Aunque éste fuese incapaz, no se puede impugnar un 

testamento que no tiene la condición de acto eficaz hasta que adquiere dicha eficacia, es 

decir, en el momento de la muerte del testador. […] Esta doctrina fue formulada en la 

sentencia de esta Sala de 7 de abril de 1903, ya que, a estos efectos, una de 1886, 

                                                
2 Sentencia del Tribunal Supremo núm. 128/2010, de 23 de marzo, FJ 5º, (ECLI: ES:TS:2010:1544), 
extraída de extraída de «vLex: Información jurídica inteligente». 
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contradictoria con la de 1903, no puede tomarse en consideración por ser anterior al 

Código civil. La citada sentencia dice que las acciones presuponen siempre la violación 

de un derecho y por ello, “como las disposiciones testamentarias, por ser esencialmente 

revocables y estar ordenadas para después de la muerte del testador, no pueden producir 

efecto alguno hasta que el mismo testador fallezca, es obvio que durante la vida del que 

ordenó el testamento no puede persona alguna impugnar la eficacia de éste, mediante 

acción de carácter civil, ya que ningún perjuicio irroga ni puede irrogar al testador, 

mientras vive, la existencia de la disposición testamentaria que aquel puede derogar o 

ratificar sin contención de ninguna clase”». 

 

Resuelta la cuestión anterior, procede dilucidar quién ostenta la legitimación activa y 

pasiva en el caso objeto del presente dictamen.  

 

Respecto a la legitimación activa, si bien puede entenderse que el Sr. Pérez se encuentra 

plenamente capacitado y legitimado para intervenir como parte en el proceso conforme a 

los artículos 6.1.1º y 7.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (en 

adelante, LEC), resulta preciso ahondar en el interés que el actor debe tener para iniciar 

un procedimiento de tales características. En este sentido, lo cierto es que la ley carece de 

normas sobre legitimación para el ejercicio de las acciones de invalidez en el régimen 

general, por lo que tampoco establece distintos criterios para nulidad y anulabilidad3. 

Ahora bien, excepcionalmente, el artículo 428 del CDFA limita el ejercicio de la acción 

estableciendo que, «no puede ejercitar las correspondientes acciones quien, conociendo 

la causa de nulidad o anulabilidad del testamento o de cualquiera de sus disposiciones, le 

ha dado voluntaria ejecución o ha renunciado a la acción». En opinión de SÁNCHEZ-

RUBIO, «la ausencia de norma específica para las acciones de invalidez y la equivalencia 

de situaciones permite aplicar analógicamente el criterio de legitimación del artículo 330 

CDFA a las acciones de invalidez testamentaria que arbitra la propia Ley en la regulación 

general4». De este modo, se encuentran legitimados para ejercitar la acción de 

impugnación aquellos sujetos que resultarían favorecidos en caso de declararse la nulidad 

del mismo. En este sentido, la STS nº 906/1995, de 24 de octubre5 establece que para 

                                                
3 SÁNCHEZ-RUBIO GARCÍA, A., «Cuestiones de invalidez…», op. cit., p. 146. 
4 SÁNCHEZ-RUBIO GARCÍA, A., «Cuestiones de invalidez…», op. cit., p. 147. 
5 Sentencia del Tribunal Supremo núm. 906/1995, de 24 de octubre de 1995, FJ 4º, (ECLI: 
ES:TS:1995:7996), extraída de «vLex: Información jurídica inteligente». 
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impugnar la validez de negocios absolutamente nulos basta «un interés que sea legítimo 

y expectativas de obtener alguna ventaja lícita del resultado favorable de su ejercicio del 

derecho a la jurisdicción». Al respecto, MARTÍNEZ CORTÉS considera que en todos 

los supuestos de invalidez regulados por la Ley de sucesiones por causa de muerte están 

legitimadas activamente «aquellas personas que puedan obtener algún beneficio 

patrimonial si se declara la nulidad o se reconoce la ineficacia6». Dicho esto, procede 

concluir que el Sr. Pérez se halla legitimado activamente para ejercitar la acción 

pretendida, al ostentar un interés legítimo respecto a la herencia de su progenitor. 

 

En cuanto a la legitimación pasiva, ésta habrá de ejercitarse contra todos aquellos a 

quienes perjudique la estimación de la nulidad del testamento, siendo cuestión discutida 

la necesidad de litisconsorcio pasivo necesario entre ellos7. Tal controversia ha sido 

resuelta por la jurisprudencia, debiendo destacar en este sentido la SAP Córdoba nº 

79/2022, de 25 de enero, que establece que, «la jurisprudencia (por todas STS de 8 de 

marzo de 2006 - ROJ: STS 1350/2006) enseña que la figura del litisconsorcio pasivo 

necesario "tiende a evitar, de una parte, que puedan resultar afectados directamente por 

una resolución judicial quienes no fueron oídos en juicio, y, de otra, a impedir la 

posibilidad de sentencias contradictorias. Exige, por tanto, que estén en el pleito todos a 

los que interesa la relación jurídica material controvertida, por lo que tal figura sólo puede 

entrar en juego y producir sus efectos con respecto a aquellas personas que hubieran 

tenido intervención en la relación contractual o jurídica objeto del litigio pues solo los 

interesados en ella pueden ser estimados como litisconsortes pasivos necesarios ya que 

quienes no fueron parte en el contrato controvertido carecen de interés legitimo sobre su 

cumplimiento o incumplimiento y, por tanto, no existe razón alguna para que sean 

llamados al juicio”8». Por lo tanto, en el supuesto analizado, la demanda deberá dirigirse 

contra las dos herederas, pues ambas forman parte de la relación jurídica objeto del litigio. 

Asimismo, cabe mencionar la STS nº 443/1979, de 26 diciembre, que dilucida la posición 

                                                
6 MARTÍNEZ CORTÉS, J., «Ley de sucesiones: comentarios breves por los miembros de la comisión 
aragonesa de derecho civil: «De la sucesión testamentaria. Invalidez e ineficacia de los testamentos»» en 
Revista de derecho civil aragonés, nº 5, 1999, p. 82. 
7 CASANUEVA SÁNCHEZ, I., «La acción de nulidad de testamento. Concepto y ejercicio» en Anuario 
de la Facultad de Derecho. Universidad de Extremadura, nº 16, 1998, p. 355. 
8 Sentencia de la Audiencia Provincial de Córdoba, Sección 1ª, nº 79/2022, de 25 de enero, FJ 3º, (EDJ 
2022/536687), extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
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de los legatarios respecto a esta cuestión, al establecer que, «no es necesario llamar a 

juicio a los legatarios cuando en el testamento hay institución de heredero9».  

 

Dicho lo que antecede, cabe afirmar que, en este caso, ostentan la legitimación pasiva D.ª 

María y D.ª Laura López, al haber sido designadas como herederas universales en el 

testamento objeto de impugnación, beneficiándose así de su contenido.  

 

En relación con la prescripción de la acción pretendida, el CDFA establece distintos 

plazos de prescripción para la nulidad del testamento según se funde en la causa prevista 

en el artículo 423.1, apartado a) o en el apartado b). Por un lado, el artículo 426.1 del 

CDFA dispone que son imprescriptibles las acciones de nulidad del testamento por las 

causas comprendidas en el artículo 423.1.a) del CDFA -inobservancia de los requisitos 

esenciales prescritos por la ley para los testadores, el contenido o la forma del testamento 

otorgado-, sin perjuicio de la aplicación de las reglas de la usucapión con relación a cada 

una de las cosas poseídas. Por otro lado, el artículo 426.2 CDFA establece que las 

acciones de nulidad del testamento por las causas comprendidas en el artículo 423.1.b) 

del CDFA -inobservancia de los restantes requisitos y formalidades requeridos por la ley- 

y las de nulidad de las disposiciones testamentarias, cualquiera que sea su causa, 

prescriben a los quince años a computar desde el fallecimiento del causante. A tenor de 

tales preceptos, dado que en este caso se está solicitando la nulidad de la disposición 

testamentaria que contiene la desheredación del Sr. Pérez, cabe concluir que éste se 

encuentra en plazo para interponer la demanda, puesto que no han transcurrido quince 

años desde el fallecimiento de su progenitor.  

 

Procede mencionar, en este punto, que, en Derecho común -que carece de regulación 

sobre el plazo de prescripción de la acción de nulidad del testamento-, la cuestión del 

plazo de ejercicio ha sido objeto de constante debate entre los distintos sectores 

doctrinales, siendo la opinión mayoritaria que, al tratarse de una acción personal, el plazo 

a considerar es el de cinco años -anteriormente de quince años- contemplado en el artículo 

1964 CC. Una segunda orientación supone recurrir al plazo de cuatro años que establece 

el artículo 1301 CC. En este sentido, resulta preciso citar la STS nº 2917/2019, de 25 de 

septiembre, que declara como doctrina jurisprudencial que la acción para impugnar la 

                                                
9 Sentencia del Tribunal Supremo núm. 443/1979, de 26 de diciembre, FJ 2º, (EDJ 1979/982), extraída del 
buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
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desheredación injusta está sujeta en su ejercicio al plazo de caducidad de cuatro años que 

establece el artículo 1301 CC, cuyo cómputo empezará a contar desde que se abre la 

sucesión y puede ser conocido el testamento. Asimismo, establece la meritada sentencia 

que, corresponde a los herederos designados probar la certeza de la causa invocada para 

la desheredación -pues en ellos recae la carga de la prueba-, lo cual «resulta imposible o 

de muy difícil logro si se sujeta el ejercicio de la acción a un plazo de prescripción tan 

amplio como el general de quince años de las acciones personales [ahora de cinco años 

ex. art. 1964 CC-], dado el transcurso del tiempo entre la fecha en que ocurrieron los 

hechos en que se funda y la discusión posible sobre su realidad10». En opinión de PÉREZ 

ÁLVAREZ, «antes de aplicar el plazo genérico del art. 1964 CC que tiene el carácter de 

cláusula de cierre subsidiaria, debe proceder el recurso a la analogía. Sin embargo, para 

ello es necesario que exista una norma que regule un caso semejante entre los que se 

aprecie identidad de razón11». 

 

Por último, respecto a la carga de la prueba -a la que se ha hecho referencia en el anterior 

apartado-, el artículo 509.2 del CDFA establece que, corresponde a los herederos del 

causante probar la veracidad de la causa de desheredación si el desheredado la niega. Es 

decir, impugnada la desheredación, corresponde acreditarla a quienes defienden su 

eficacia. Dicha prueba deberá fijar cumplidamente que la causa de desheredación alegada 

por el testador concurre y que ésta tiene la entidad suficiente para legitimar la decisión 

del mismo. De este modo, se establece una inversión de la carga probatoria respecto a lo 

dispuesto en el artículo 217.2 LEC, cuyo fundamento no es otro que la protección del 

sistema legal de sucesión legitimaria, ya que, si no consigue probarse la causa, la cláusula 

testamentaria que contiene la desheredación deviene ineficaz, como así se deduce de los 

artículos 509 y 511 del CDFA (STS nº 287/1975, de 30 de septiembre12). Por lo tanto, les 

corresponde a las primas del Sr. Pérez -D.ª María y D.ª Laura López- probar debidamente 

en el proceso la veracidad de la causa de desheredación alegada por el testador, al tratarse 

de sus herederas. De este modo, en caso de no quedar acreditada la concurrencia de dicha 

causa, el régimen de la carga de la prueba determinará que el litigio se resuelva de manera 

favorable al Sr. Pérez y en contra de las demandadas. 

                                                
10 Sentencia del Tribunal Supremo nº 2917/2019, de 25 de septiembre, FJ 2º, (ECLI:ES:TS:2019:2917), 
extraído del buscador de jurisprudencia del «Consejo General del Poder Judicial». 
11 PÉREZ ÁLVAREZ, M.A.: El dolo testamentario, Aranzadi, Pamplona, 2020, p. 130. 
12 Sentencia del Tribunal Supremo núm. 287/1975, de 30 de septiembre (ECLI:ES:TS:1975:159), extraída 
del buscador de jurisprudencia del «Consejo General del Poder Judicial». 
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En definitiva, tras el análisis de los requisitos procesales que podrían ocasionar una 

desestimación de la demanda por excepciones procesales, cabe concluir que resulta 

procedente la interposición de una demanda por parte del Sr. Pérez, solicitando la nulidad 

de la cláusula testamentaria primera del testamento otorgado por su progenitor con base 

en los fundamentos jurídicos expuestos en el segundo epígrafe del presente dictamen, lo 

cual desplegará los efectos abordados en el tercer epígrafe del mismo.   

 

          1.3. Posible conformidad de la parte demandada tras la interposición de la demanda 

 

          Tras concluir que la interposición de la demanda de impugnación de las 

disposiciones testamentarias otorgadas por el progenitor del Sr. Pérez resulta viable desde 

el punto de vista procesal, es preciso valorar la posibilidad de que la parte demandada se 

allanara a la demanda y los efectos que ello conllevaría en el curso del proceso judicial 

en cuestión. 

 

El allanamiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la LEC, supone el 

reconocimiento por la parte demandada de las pretensiones alegadas por la parte 

demandante, debiendo proceder el tribunal competente a dictar sentencia condenatoria 

cuando el demandado se haya allanado a todas las pretensiones del actor y siempre que 

no exista fraude de ley, ni suponga renuncia contra el interés general o perjuicio de 

tercero. En caso de concurrir alguna de estas dos excepciones, el tribunal dictará auto 

rechazándolo y seguirá el proceso por los cauces procesales previstos en la ley. 

 

A los efectos que interesan en el presente dictamen, cabe citar la SAP Valencia nº 

219/2013, de 23 de abril13, que establece que, «respecto al primer testamento otorgado 

por la causante en el que designaba como herederos a los codemandados […] y visto 

el allanamiento de los mismos a las pretensiones de la actora, sin que en el presente caso 

y de los elementos obrantes en el expediente, se desprenda concurra alguna de las causas 

de exclusión de los efectos normales del allanamiento, procede ex artículo 21.1 de la 

LEC, dictar sentencia en los términos solicitados en la demanda, decretando la nulidad 

del referido testamento». 

                                                
13 Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia, Sección 6ª, núm. 219/2013, de 23 de abril, FJ 4º, (EDJ 
2013/137794), extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
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Asimismo, resulta preciso tener en cuenta que, al existir más de un demandado -en este 

caso, son dos codemandadas- será necesario que ambas se allanen a la demanda, pues, 

como establece la SAP Barcelona nº 493/2015, de 17 de noviembre14, «en caso de que 

los codemandados conformaran un litisconsorcio pasivo necesario, el allanamiento de 

uno de ellos devenía ineficaz». 

  

En relación con las costas de proceso, conforme a lo dispuesto en el artículo 395 de la 

LEC, no procederá la imposición de costas al demandado si éste se allanara antes de 

contestar a la demanda, salvo que el tribunal apreciase mala fe en la parte demandada. En 

este sentido, al haberse formulado a la parte demandada requerimiento extrajudicial 

fehaciente y justificado previo a la interposición de la demanda, el tribunal competente 

deberá entender que ha existido mala fe por parte de las herederas, al haber rechazado un 

acuerdo extrajudicial previo y, de este modo, haber instado el inicio de un proceso judicial 

para, posteriormente, allanarse a las pretensiones del actor, con todo lo que ello conlleva 

respecto a gastos judiciales. Por otro lado, en caso de producirse el allanamiento tras la 

contestación a la demanda, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 394.1 de la LEC, 

en virtud del cual, las costas se impondrán a la parte que haya visto rechazadas todas sus 

pretensiones, salvo que el tribunal aprecie que el caso presentaba serias dudas de hecho 

o de derecho.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                
14 Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, Sección 1ª, núm. 493/2015, de 17 de noviembre, FJ 
3º, (EDJ 2015/240887), extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
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     2. FONDO DE LA ACCIÓN PRETENDIDA: LA NULIDAD DE LA CLÁUSULA 

 DE DESHEREDACIÓN DEL TESTAMENTO IMPUGNADO 

 

          2.1.  La libertad de testar y sus límites en Aragón 

 

          La libertad de testar constituye un principio fundamental del Derecho de 

Sucesiones que debe respetar a su vez el derecho de los legitimarios a suceder conforme 

al ordenamiento jurídico de aplicación en el supuesto concreto. Resulta preciso citar el 

artículo 33 de la Constitución Española (en adelante, CE), que reconoce el derecho a la 

propiedad privada y a la herencia; así como el artículo 17 de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, que reconoce el derecho de toda persona a disfrutar 

de la propiedad de sus bienes, a usarlos, a disponer de ellos y a legarlos. Ambos preceptos 

regulan la libertad de la que dispone todo aquel que desee decidir el destino de sus bienes 

tras su fallecimiento.  

 

No obstante, debe tenerse en cuenta que España cuenta con una pluralidad de 

ordenamientos jurídico-privados y que ello conlleva la existencia de distintos enfoques 

jurídicos al respecto. Estos regímenes autonómicos otorgan, por norma general, mayor 

libertad de testar al causante; siendo ejemplo de ello Aragón, donde se opta por una 

legítima colectiva cuyos beneficiarios son únicamente los descendientes del causante, con 

independencia del grado de parentesco que les vincule15. En el supuesto de hecho objeto 

del presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9.8 del Código Civil 

(en lo sucesivo, CC), resulta de aplicación el Derecho foral aragonés y, en particular, los 

artículos 316 y siguientes del CDFA.  

 

Para desarrollar una estrategia procesal viable y eficaz conforme a los intereses del Sr. 

Pérez, va a resultar indispensable tener en cuenta el artículo 318 del CDFA, que establece 

que, «el causante goza de la más amplia libertad para ordenar su sucesión por pacto, por 

testamento individual o mancomunado, o por medio de uno o más fiduciarios, sin más 

límites que el respeto a la legítima y los generales del principio standum est chartae». Es 

decir, todo testador es libre de otorgar un testamento adecuado a sus intereses; sin 

                                                
15 ZUBERO QUINTANILLA, S.: «Ponderación de las limitaciones legales a la libertad de testar del 
causante. El sistema de legítimas en Aragón y en el Código Civil», en Revista de Derecho Civil, vol. IV, nº 
2, 2017, p. 57. 
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embargo, dicha libertad de disponer se encuentra limitada por el derecho de sus 

descendientes a la legítima y por el principio del Derecho foral aragonés standum est 

chartae. Dicho esto, procede analizar con detalle cada una de estas limitaciones en 

relación con el supuesto objeto de análisis del presente dictamen. 

 

             A) La legítima y su infracción en el supuesto planteado 

 

             La legítima -regulada en los artículos 486 y siguientes del CDFA- constituye el 

principal límite de la libertad de disponer por causa de muerte, concibiéndose más como 

una limitación a la libertad de disposición del causante que como un derecho de los 

legitimarios, lo cual se desprende de lo dispuesto en los artículos 318 y 461 del CDFA16. 

 

El Derecho foral aragonés presenta una gran peculiaridad respecto al Derecho de 

sucesiones y, en particular, a la legítima. Ello, teniendo en cuenta que, además de fijar su 

extensión -la mitad del caudal relicto-, el artículo 486 del CDFA otorga plena libertad al 

testador para distribuir dicha legítima como desee entre sus legitimarios, pudiendo 

repartirla en partes iguales o desiguales, e incluso privar de ésta a alguno de ellos17, pues 

se trata de una legítima colectiva. En suma, los únicos legitimarios son los descendientes 

del testador, con independencia de su grado -siendo los hijos legitimarios de grado 

preferente en virtud del artículo 488 del CDFA-. Este sistema de legítima colectiva se 

denomina asimismo legítima de libre disposición, y constituye una obligación legal para 

el causante para con sus parientes más cercanos, a la vez que dispone de la facultad de 

elegir entre ellos aquel o aquellos que efectivamente percibirán la legítima material18. 

Así, el causante puede distribuir el valor de la misma entre sus hijos, nietos y demás 

descendientes de más lejano grado, pudiendo dejar, por ejemplo, la legítima a un nieto y 

nada al resto de los descendientes y nombrar por ello heredero a un «extraño» -su 

cónyuge, por ejemplo-19. 

 

                                                
16 ZUBERO QUINTANILLA, S.: «Ponderación de las limitaciones…», op. cit., p. 64. 
17 MÉNDEZ MARTOS, J.R.: «La desheredación en el ordenamiento jurídico español y la flexibilización 
de sus causas», en Revista de Estudios Jurídicos y Criminológicos, nº 3, 2021, p. 30. 
18 DE BARRÓN ARNICHES, P.: «Libertad de testar y desheredación en los Derechos civiles españoles», 
en InDret: Revista para el análisis del Derecho, nº 4, 2016, p. 19. 
19 BAYOD LÓPEZ, M.C., Algunas cuestiones prácticas en materia de derecho civil aragonés, Gobierno 
de Aragón, 2011, p. 28. 
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Citando a SERRANO GARCÍA, «la legítima está cumplida siempre que el grupo de 

descendientes ha recibido o recibe su importe. No hay una legítima individual de cada 

descendiente, ni siquiera de los legitimarios de grado preferente. Salvo el descendiente 

único, nadie tiene una expectativa legitimaria cuantitativamente medible, pero uno o 

varios de los descendientes han de recibir el importe de la legítima, pues en otro caso 

habrá infracción cuantitativa. El carácter colectivo de la legítima significa que, aunque 

no todos los legitimarios tienen la misma consideración legal, todos están legitimados 

para recibir la legítima y ninguno, salvo que sea el único, tiene derecho individual a parte 

alguna20». 

 

Resulta preciso hacer referencia, en este punto, a la figura jurídica de la desheredación -

que más adelante se abordará con detalle-, pues, la desheredación basada en alguna de las 

causas previstas legalmente priva al desheredado de la condición de legitimario, además 

de extinguir la legítima colectiva si no existieran otros descendientes que conserven la 

condición de legitimarios. De este modo, «puesto que se puede preterir intencionalmente 

a los legitimarios o excluirlos voluntariamente sin alegación de causa alguna, la 

desheredación con causa legal sólo parece tener sentido práctico cuando el causante 

quiere excluir de la herencia a todos o al único descendiente, finalidad que no podrá lograr 

si no concurre y, en su caso, se prueba, alguna de las causas tasadas para ello21». En este 

sentido, cabe citar la SAP Zaragoza nº 497/2010, de 9 de noviembre22, que resuelve un 

caso en el que los únicos nietos de la causante impugnaron la desheredación realizada por 

su abuela, quien afirmaba que «no la saludaban pese a vivir en la misma casa y no le han 

prestado atención de ningún tipo, no poniendo en su conocimiento el fallecimiento de su 

padre, hijo de la testadora». El tribunal, razonando sobre los efectos de la desheredación 

sin causa legal cuando ésta afecta a todos los legitimarios, establece que, «en Aragón la 

desheredación individual ofrece unas peculiaridades derivadas de la circunstancia de la 

falta de una legítima propia reservada a cada legitimario. De manera que la misma sólo 

tiene un verdadero sentido cuando se desheredan a todos los legitimarios, dado que la 

legítima es colectiva». 

                                                
20 SERRANO GARCÍA, J.A.: «La legítima en Aragón», en Revista de derecho civil aragonés, nº 16, 2010, 
p. 81. 
21 SERRANO GARCÍA, J.A.: «La reforma de la legítima aragonesa», en Estudios jurídicos en homenaje 
al profesor Luis Díez-Picazo, vol. 4, 2002, p. 5555. 
22 Sentencia de la Audiencia Provincial de Zaragoza, Sección 4ª, núm. 497/2010, de 9 de noviembre (EDJ 
2010/302783), extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 



 - 24 - 

 

En definitiva, si el causante pretende la extinción de la legítima colectiva, la 

desheredación de todos o del único legitimario siempre ha de ser justa. Por el contrario, 

cuando son varios los legitimarios y el causante desea elegir, el mecanismo de la 

desheredación justa no resulta conveniente, por cuanto ya se dispone de la exclusión o de 

la preterición intencional para lograr tal fin. De lo expuesto, cabe deducir que, 

efectivamente, es posible desheredar al único legitimario; no obstante, para ello deberá 

concurrir alguna de las causas previstas legalmente, lo cual -como se abordará en el 

siguiente epígrafe- no ha ocurrido en el supuesto objeto del presente dictamen-. En 

consecuencia, no se ha respetado la legítima que por norma corresponde al Sr. Pérez. 

 

             B) El principio standum est chartae y su extralimitación en el supuesto 

 planteado 

 

             El principio standum est chartae se encuentra regulado en el artículo 3 del CDFA, 

que establece que, «conforme al principio standum est chartae, se estará, en juicio y fuera 

de él, a la voluntad de los otorgantes, expresada en pactos o disposiciones, siempre que 

no resulte de imposible cumplimiento o sea contraria a la Constitución o a las normas 

imperativas del Derecho aragonés». Así, será determinante para la futura estimación de 

la demanda valorar si en el supuesto de hecho objeto del presente dictamen se ha 

infringido lo dispuesto legalmente, siendo preciso para ello analizar la causa en la que el 

progenitor del Sr. Pérez ha fundamentado la desheredación de su único hijo, así como las 

circunstancias que han acontecido durante los últimos años de vida del causante respecto 

a la relación con su descendiente.  

 

El testamento otorgado por el padre del Sr. Pérez establece lo siguiente: «El motivo de su 

desheredación se debe a la inexistencia de vínculo alguno con su único hijo desde hace 

más de diez años, desconociendo, incluso, su actual paradero. Que, durante todo ese 

tiempo, su hijo no ha manifestado ningún interés por contactar con él, ni tampoco se ha 

preocupado por su salud ni por su sustento económico». 

 

Pues bien, el artículo 509 del CDFA establece que toda desheredación deberá fundarse 

en una causa legal, cierta y expresada en el testamento, correspondiendo a los herederos 

del causante la prueba de ello si el desheredado la niega. Dichas causas legales de 
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desheredación se regulan en el CDFA y, en particular, en el artículo 510 de dicho texto 

legal. En virtud de tal precepto, estas causas son, en primer lugar, cualquiera de las causas 

de indignidad para suceder -reguladas en el artículo 328 del CDFA-; en segundo lugar, el 

haber negado sin motivo legítimo los alimentos al padre o ascendiente que le deshereda; 

en tercer lugar, el haberle maltratado de obra o injuriado gravemente, así como a su 

cónyuge, si éste es ascendiente del desheredado y, por último, el haber sido judicialmente 

privado de la autoridad familiar sobre descendientes del causante por sentencia fundada 

en el incumplimiento del deber de crianza y educación.  

 

En este sentido, la jurisprudencia establece que «ha de imponerse una interpretación 

restrictiva de la institución, que no sólo proclama el art. 848 del texto legal, sino también 

la abundante jurisprudencia, orientada en la defensa de sucesión legitimaria; no 

admitiéndose: ni la analogía, ni la interpretación extintiva, ni siquiera la argumentación 

de minoris ad maiorem» (STS nº 675/1993, de 28 de junio23). En este mismo sentido de 

necesidad de una interpretación restrictiva en la aplicación de dichas causas se pronuncia 

la STS nº 954/1997, de 4 de noviembre24. Es decir, la desheredación es una institución 

que, dado su carácter sancionador, debe ser aplicada interpretando su alcance 

restrictivamente o en favor de los legitimarios; pudiendo tener lugar únicamente por 

alguna de las causas previstas expresamente por la ley y debiendo ser ésta imputable al 

desheredado (SAP Teruel nº 100/1997, de 2 de julio25 y SAP Madrid nº 10/2006, de 27 

de enero26).  

 

Dicho lo que antecede, a priori, es posible afirmar que ninguna de las causas expuestas 

se da en el supuesto de hecho planteado, no obstante, resulta preciso analizar si la falta de 

relación familiar entre el Sr. Pérez y su padre y el hecho de no haberle asistido durante su 

última enfermedad podrían asemejarse a un supuesto subsumible en la segunda y tercera 

causas anteriormente expuestas, así como la posibilidad de que pudiera considerarse una 

                                                
23 Sentencia del Tribunal Supremo, núm. 675/1993, de 28 de junio, FJ único, (EDJ 1993/6343), extraída 
del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
24 Sentencia del Tribunal Supremo, núm. 954/1997, de 4 de noviembre, FJ 4º, (EDJ 1997/7844), extraída 
del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
25 Sentencia de la Audiencia Provincial de Teruel, núm. 100/1997, de 2 de julio, FJ 3º, (EDJ 1997/4875), 
extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
26 Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 11ª, núm. 10/2006, de 27 de enero, FJ 2º, (EDJ 
2006/41240), extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
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causa de indignidad sucesoria -siendo preciso para ello analizar las diferencias entre dicha 

figura jurídica y la desheredación, como se expondrá más adelante-. 

 

Por un lado, respecto a la segunda causa -negación de alimentos al ascendiente-, esta 

obligación se define doctrinalmente como «la deuda surgida entre parientes, basada en 

lazos de solidaridad familiar, y que tiene su fundamento en el derecho a la vida 

configurado como un derecho de la personalidad, a cuya conservación tiende esta figura 

que tutela, pues, un interés jurídico privado e individual» (STS nº 151/2000, de 23 de 

febrero27). Asimismo, cabe citar la SAP de León nº 100/2005, de 13 de abril28, que 

establece que, la causa primera del artículo 853 del CC -de idéntica redacción al artículo 

510.b) del CDFA- «ha de concretarse en una específica obligación de alimentos, con 

prueba de las circunstancias que eventualmente darían lugar a ello, en concreto un estado 

de necesidad, un requerimiento o petición a los eventuales y futuros herederos 

legitimarios y una negativa injustificada de éstos a prestarlos». Es decir, resulta precisa 

la existencia de un requerimiento expreso al Sr. Pérez consistente en la petición de 

alimentos por parte de su padre, lo cual no se ha dado en este caso, al igual que tampoco 

se ha acreditado que el causante se hubiera visto inmerso en un estado de necesidad. En 

definitiva, la desheredación del Sr. Pérez no puede ampararse, de ningún modo, en la 

causa prevista en el artículo 510.b) del CDFA. 

 

Por otro lado, la tercera causa mencionada -maltrato de obra o injurias hacia el 

ascendiente- constituye «una circunstancia que necesariamente habrá de ser apreciada 

mediante el libre arbitrio judicial, […]. Lo determinante será por tanto demostrar que en 

efecto existió un maltrato real y objetivo, no que el testador subjetivamente se considere 

maltratado y de por cierta la causa de desheredación, o considerar como maltrato hechos 

o circunstancias que objetivamente no tengan tal consideración» (SAP Vizcaya nº 

593/2010, de 20 de julio29). Dicho esto, resulta evidente que en este caso no ha quedado 

acreditado que haya existido un maltrato de obra por parte del Sr. Pérez hacia su padre, 

                                                
27 Sentencia del Tribunal Supremo, núm. 151/2000, de 23 de febrero, FJ 1º, (EDJ 2000/891), extraída del 
buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
28 Sentencia de la Audiencia Provincial de León, Sección 2ª, núm. 100/2005, de 13 de abril, FJ 3º, (EDJ 
2005/41429), extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
29 Sentencia de la Audiencia Provincial de Vizcaya, Sección 4ª, núm. 593/2010, de 20 de julio, FJ 4º, (EDJ 
2010/256791), extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
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ni tampoco que aquel haya injuriado gravemente a éste, teniendo en cuenta que la relación 

entre ambos durante los últimos dieciochos años ha sido nula. 

 

Cabe traer a colación la jurisprudencia del Tribunal Supremo respecto a dicha cuestión, 

pues ha venido defendiendo desde antaño que la falta de relación afectiva y comunicación 

entre el causante y su descendiente, el abandono sentimental sufrido por aquel durante su 

última enfermedad y la ausencia de interés demostrada por el hijo en relación con los 

problemas de su progenitor son «circunstancias y hechos que, de ser ciertos, corresponden 

al campo de la moral, que escapan a la apreciación y a la valoración jurídica y que en 

definitiva solo están sometidos al tribunal de la conciencia», así se reconoce en la citada 

anteriormente STS nº 675/1993, de 28 de junio. Del mismo modo, tampoco son 

subsumibles en el artículo 510 del CDFA y, concretamente, en los apartados b) y c) de 

dicho precepto, el hecho de no convivir con el padre, no mantener ningún tipo de relación 

con él, privarle de su presencia en vida para confortarle de sus dolencias mortales o no 

acudir a su funeral (STS nº 954/1997, de 4 de noviembre30). Y ello, teniendo en cuenta 

que, como se ha señalado anteriormente, «las causas de desheredación son de 

enumeración taxativa, de tal forma que quedan excluidas otras, aunque sean análogas o 

de mayor gravedad, y de interpretación restrictiva, por lo que si no se da la causa legal 

tipificada y se prueba, la cláusula testamentaria conteniendo la desheredación es ineficaz» 

(SAP Vizcaya nº 593/2010, de 20 de julio31).  

 

Ahora bien, en los últimos años se ha ido introduciendo por la jurisprudencia cierta 

flexibilidad respecto a la interpretación del maltrato de obra como causa de desheredación 

de hijos y descendientes, eliminando, por ejemplo, el empleo de la fuerza física como 

requisito indispensable para que se den malos tratos de obra32. En este sentido, el Tribunal 

Supremo ha establecido una nueva línea jurisprudencial consistente en equiparar 

excepcionalmente el maltrato psicológico al maltrato de obra como causa legal de 

desheredación. En concreto, resulta fundamental hacer referencia a la STS  258/2014, de 

                                                
30 Sentencia del Tribunal Supremo núm. 954/1997, de 4 de noviembre, FJ 4º, (EDJ 1997/7844), extraída 
del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
31 Sentencia de la Audiencia Provincial de Vizcaya, Sección 4ª, núm. 593/2010, de 20 de julio, FJ 3º, (EDJ 
2010/256791), extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre».  
32 ESTÉVEZ ABELEIRA, T.: «Interpretación del maltrato de obra del artículo 853.2 del CC: líneas 
jurisprudenciales», en Fundamentos romanísticos del Derecho Contemporáneo, 2017, p. 820. 
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3 de junio33, que establece que, «aunque las causas de desheredación sean únicamente las 

que expresamente señala la ley y ello suponga su enumeración taxativa, sin posibilidad 

de analogía, ni de interpretación extensiva; no obstante, esto no significa que la 

interpretación o valoración de la concreta causa, previamente admitida por la ley, deba 

ser expresada con un criterio rígido o sumamente restrictivo. Esto es lo que ocurre con 

los malos tratos o injurias graves de palabra como causas justificadas de desheredación, 

que, de acuerdo con su naturaleza, deben ser objeto de una interpretación flexible 

conforme a la realidad social, al signo cultural y a los valores del momento en que se 

producen». Asimismo, señala que «el maltrato psicológico, como acción que determina 

un menoscabo o lesión de la salud mental de la víctima, debe considerarse comprendido 

en la expresión o dinamismo conceptual que encierra el maltrato de obra, sin que sea un 

obstáculo para ello la alegación de la falta de jurisprudencia clara y precisa al respecto».  

Del mismo modo, la meritada STS puntualiza que «fuera de un pretendido "abandono 

emocional", como expresión de la libre ruptura de un vínculo afectivo o sentimental, los 

hijos, aquí recurrentes, incurrieron en un maltrato psíquico y reiterado contra su padre 

[…]»; es decir, el criterio del abandono emocional no da lugar, por sí solo, a 

desheredación de ningún tipo34, entendido éste como una mera ruptura de relaciones 

personales libre y voluntaria. El abandono emocional surge, en palabras de ALGABA 

ROS, «en aquellos casos en los que el testador, mayor, necesita cuidados, atención y/o 

afecto de sus descendientes. Se identificaría por tanto con la falta de relación afectiva y 

comunicación, existiendo un evidente desinterés por el mayor pese a encontrarse en una 

situación material de dependencia35», supuesto que no guarda relación con el que es 

objeto de análisis del presente dictamen.  

Cabe citar, en suma, la STS nº 419/2022, de 24 de mayo36, que establece que, la falta de 

relación continuada e imputable al desheredado podría configurarse como causa de 

privación de la legítima si se califica como causante de daños psicológicos al testador. 

                                                
33 Sentencia del Tribunal Supremo núm. 258/2014, de 3 de junio, FJ 2º, (ECLI ES:TS:2014:2484), extraída 
de «vLex: Información jurídica inteligente». 
34 PÉREZ ARROYO, O.: «El maltrato psicológico de los hijos hacia sus padres, como nueva causa de 
desheredación: una aproximación jurídica, mediática y de interés humano», en Derecom, nº 24, 2018, p. 
108. 
35 ALGABA ROS, S.: «Maltrato de obra y abandono emocional como causa de desheredación», en InDret: 
Revista para el análisis del Derecho, nº 2, 2015, p. 10. 
36 Sentencia del Tribunal Supremo, núm. 419/2022, de 24 de mayo, FJ 3º, (EDJ 2022/588523), extraída del 
buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
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Por ello, establece la SAP Teruel nº 51/2022, de 30 de mayo, que, «debe valorarse la 

prueba en cada caso concreto para poder apreciar o descartar la concurrencia de esta causa 

de desheredación y determinar si el abandono familiar que constituye el maltrato 

psicológico supone realmente un menosprecio para el testador, un menoscabo para su 

salud mental», matizando asimismo que, «también deberá valorarse que el testador no 

haya sido la causa de este alejamiento, pues en este caso existiría en la propia actitud del 

testador una justificación inmediata de la conducta de los hijos37». 

En aplicación de lo expuesto al supuesto planteado, para determinar si la inexistencia de 

relación paterno-filial entre el Sr. Pérez y su padre pudo producirle a este último cierto 

menoscabo de su salud mental, resulta preciso referirse al proceso de divorcio por el que 

se extinguió el vínculo matrimonial entre los progenitores del Sr. Pérez, así como al 

posterior proceso de ejecución de sentencia interpuesto por la madre del Sr. Pérez, en el 

que se dictó Auto concluyendo que el padre del Sr. Pérez había renunciado de forma 

voluntaria y unilateral al régimen de vacaciones fijado en el citado proceso de divorcio. 

Asimismo, procede recordar que, cuando el Sr. Pérez tenía la temprana edad de seis años 

-siendo incoherente, por lo tanto, que éste pudiera originar el distanciamiento con su 

padre-, su progenitor decidió incumplir definitivamente el régimen de visitas impuesto, 

reforzándose así su renuncia a mantener toda relación con su hijo y, por lo tanto, siendo 

la ausencia de relación familiar imputable únicamente al causante. En definitiva, no 

puede, bajo ningún concepto, considerarse que el Sr. Pérez maltrató psicológicamente a 

su padre. Ello resultaría cuando menos paradójico teniendo en cuenta que este último fue 

quien dejó de interesarse por la salud y necesidades económicas de su hijo en el momento 

en que comenzó a incumplir el régimen de visitas, despreocupándose, por ende, de sus 

obligaciones como padre. La ausencia de relación paterno-filial en el caso analizado es 

un hecho imputable únicamente al causante y no al legitimario, por lo que no cabe 

enmarcarlo en los supuestos expuestos en los anteriores párrafos. 

Por último, resulta preciso valorar la posible inclusión de la causa alegada por el 

progenitor del Sr. Pérez para desheredar a su hijo como causa legal de indignidad 

sucesoria. Para ello, conviene delimitar los conceptos de ambas figuras jurídicas.  Citando 

a JORNADO FRAGA, puede definirse indignidad sucesoria como «privación 

                                                
37 Sentencia de la Audiencia Provincial de Teruel, Sección 1.ª, nº 51/2022, de 30 de mayo, FJ 2º, (EDJ 
2022/757142), extraída del buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
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automática, ex lege, al ofensor, salvo rehabilitación concedida por el causante ofendido, 

y en virtud de la comisión por aquel de cualquiera de los hechos legalmente tipificados a 

tal fin, de todo derecho sucesorio en la sucesión abierta de tal causante»; mientras que, 

puede entenderse por desheredación «la declaración de voluntad testamentaria por la que 

el testador, concurriendo en ellos alguna de las causas legalmente establecidas a tal efecto, 

priva, al abrirse la sucesión de aquel, de su derecho a la legítima a cualquiera de sus 

herederos forzosos38». Dicho esto, resulta innegable que ambas figuras guardan cierta 

proximidad en cuanto a su efecto de ineptitud y exclusión sucesoria, si bien no tienen la 

misma finalidad. Ello, teniendo en cuenta que, mientras que desheredar consiste en privar 

de la legítima al heredero forzoso en cuestión; la indignidad priva de todo derecho 

sucesorio a cualquier sujeto susceptible de suceder, independientemente de que se haya 

otorgado o no testamento. Asimismo, estas dos figuras se distinguen en su modo de 

operar. Por un lado, la indignidad sucesoria probada produce su efecto, una vez abierta la 

sucesión, de manera automática o ipso iure, como un puro efecto legal derivado de la 

concurrencia de alguna de las causas legales tipificadas en la ley -en este caso, en el 

artículo 328 del CDFA- y de la inexistencia de perdón válido por parte del causante 

ofendido. Por otro lado, la desheredación se produce únicamente si, abierta la sucesión, 

además de la concurrencia de alguna de las causas legales tipificadas para ello, existe por 

parte del causante ofendido una voluntad manifiesta y formalizada en su testamento de 

producir dicho efecto39.  

 

En este último sentido, cabe matizar que, puesto que tras el fallecimiento del testador la 

causa de desheredación habrá de ser acreditada por los herederos cuando haya sido 

impugnada por el desheredado, al testador, en previsión de futuras dificultades 

probatorias, le interesa a la hora de otorgar testamento no limitarse a la mera mención de 

la causa legal de la desheredación en cuestión y preconstituir la prueba de la misma. El 

principio del favor testamenti al que se alude en la citada STS  258/2014, de 3 de junio, 

refuerza dicha conclusión. Así, en relación con el supuesto anteriormente mencionado de 

la desheredación por maltrato psicológico por parte del desheredado hacia el testador, 

sería conveniente que este último solicitara el otorgamiento de un acta de notoriedad que 

acreditara que la relación con el desheredado es inexistente y que éste le ha abandonado 

                                                
38 JORDANO FRAGA, F.: Indignidad sucesoria y desheredación (Algunos aspectos conflictivos de su 
recíproca interrelación), Editorial Comares, Granada, 2004, p.1. 
39 JORDANO FRAGA, F.: Indignidad sucesoria y desheredación…, op. cit., pp. 13-14. 
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y maltratado psicológicamente, pudiendo incorporar cualquier otra prueba que el testador 

considere útil para sus herederos en el caso de tener que defenderse de la impugnación de 

la desheredación en un futuro, como manifestaciones de otros familiares o un informe 

pericial psicológico que acredite el maltrato por ausencia de relación familiar imputable 

al desheredado40.  

 

De lo expuesto anteriormente cabe concluir que, cuando un mismo hecho ofensivo 

cometido por un legitimario es, simultáneamente, causa legal de desheredación y de 

indignidad sucesoria, la falta de ejercicio por el causante ofendido de su facultad de 

desheredar, ya sea por ignorar la ofensa o por no cumplir las exigencias legales de forma, 

no impide que, a falta de perdón del causante ofendido, la indignidad sucesoria opere ope 

legis41. Ello resulta de especial relevancia para la resolución del caso analizado en el 

presente dictamen, pues, de concurrir alguna de las causas previstas en el citado artículo 

328 del CDFA, ésta operaría de manera automática a pesar de no haberse expresado dicha 

causa en el testamento otorgado por el progenitor del Sr. Pérez.  

 

En virtud de dicho precepto, son incapaces de suceder por causa de indignidad los padres 

que abandonaren, prostituyeren o corrompieren a sus descendientes; aquel que fuere 

condenado por haber atentado contra la vida del causante, de su cónyuge, descendientes 

o ascendientes, contra la vida del fiduciario o contra la vida de otro llamado a la herencia 

cuya muerte favorezca en la sucesión al indigno; el que fuere condenado a pena de 

inhabilitación especial para el ejercicio de los derechos de patria potestad o autoridad 

familiar, tutela, guarda o acogimiento familiar, en las sucesiones de las personas sobre las 

que versará la pena y sus descendientes; el que fuere condenado por acusación o denuncia 

falsa contra el causante o el fiduciario, en relación con un delito para el cual la ley señale 

una pena grave; el heredero mayor de edad que, sabedor de la muerte violenta del 

causante, no la hubiese denunciado dentro de un mes a la justicia, cuando esta no hubiera 

procedido ya de oficio; el que, con amenaza, fraude o violencia, obligare al causante o al 

fiduciario a otorgar, revocar o modificar las disposiciones sucesorias y; por último, el que 

por iguales medios impidiera a otro otorgar pacto sucesorio, testamento o acto de 

                                                
40 BARCELÓ DOMÉNECH, J.: «Abandono de las personas mayores y reciente doctrina del Tribunal 
Supremo español sobre la desheredación por maltrato psicológico, Actualidad Jurídica Iberoamericana, nº 
4, 2016, p. 298. 
41 JORDANO FRAGA, F.: Indignidad sucesoria y desheredación…, op. cit., pp. 19-20. 
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ejecución de la fiducia, o revocar o modificar los que tuviese hechos, o suplantare, 

ocultare o alterare otros posteriores. Ninguno de dichos supuestos guarda relación con el 

caso planteado, por lo tanto, cabe afirmar que no concurre en el Sr. Pérez causa alguna 

de indignidad. 

 

En definitiva, no resulta de aplicación al supuesto analizado en el presente dictamen 

ninguna de las causas de desheredación previstas en la ley, entre las que se incluyen las 

dispuestas para la indignidad sucesoria. Consecuentemente, al tratarse el Sr. Pérez del 

único hijo reconocido del causante y haber sido desheredado sin justa causa, cabe concluir 

que no se ha respetado el derecho a la legítima conforme a las normas imperativas del 

Derecho aragonés, con base en lo expuesto en el anterior apartado del presente dictamen. 
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     3. EFECTOS DE LA NULIDAD DE LA DISPOSICIÓN TESTAMENTARIA    

 IMPUGNADA 

 

          3.1. Derechos sucesorios del injustamente desheredado  

 

          Tras la interposición de la demanda conforme a lo expuesto anteriormente, resulta 

preciso determinar los efectos de una hipotética estimación de la misma. Es decir, cómo 

se procederá en caso de decretarse la nulidad de la disposición testamentaria que contiene 

la desheredación del Sr. Pérez y qué derechos le corresponderán a éste en consecuencia. 

 

A priori, cabe entender que, «a resultas de la declaración de nulidad, la sucesión habrá de 

regirse por el testamento anterior o por las normas atinentes a la sucesión intestada. […] 

Y serán de aplicación las normas de la sucesión intestada a falta de testamento válido 

anterior; y ello: bien porque el declarado nulo fue la única disposición mortis causa 

otorgada; o bien, porque la declaración de nulidad se extiende a la pluralidad del 

testamento que el causante hubiera otorgado42». Dicho esto, resulta determinante estudiar 

si la declaración de nulidad de la disposición testamentaria en cuestión conlleva la nulidad 

del resto de disposiciones en el supuesto objeto de análisis, pues de ello dependerá la 

determinación de los derechos sucesorios que corresponden al Sr. Pérez como legitimario. 

 

Por un lado, el Derecho civil común regula tal extremo en el artículo 851 CC, 

estableciendo que, «la desheredación hecha sin expresión de causa, o por causa cuya 

certeza, si fuere contradicha, no se probare, o que no sea una de las señaladas en los cuatro 

siguientes artículos, anulará la institución de heredero en cuanto perjudique al 

desheredado; pero valdrán los legados, mejoras y demás disposiciones testamentarias en 

lo que no perjudiquen a dicha legítima». Respecto a si dicho precepto hace referencia a 

la legítima estricta -formada únicamente por el tercio de la legítima- o a la denominada 

«legítima larga» -formada por el tercio de la legítima y el tercio de mejora-, la 

jurisprudencia del Tribunal Supremo ha mantenido una tesis constante en el tiempo a 

favor de la legítima estricta.  En este sentido, cabe mencionar la STS nº 725/2002, de 9 

de julio, que establece que el efecto de la preterición intencional -regulada en el artículo 

814 CC- debe equipararse al de la desheredación injusta, de manera que, el preterido, 

                                                
42 PÉREZ ÁLVAREZ, M.A.: El dolo testamentario, op. cit., p. 124. 
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como el desheredado injustamente, tendría derecho únicamente a la legítima estricta, pues 

la voluntad del causante, soberano de su sucesión, habría sido el privarle de todo 

derecho43. Es decir, el legitimario injustamente desheredado no tendría otro derecho que 

el reclamar la parte del caudal correspondiente a la legítima estricta.  

 

Por otro lado, en el Derecho foral aragonés -aplicable en el presente caso-, los efectos de 

aquella desheredación pretendida que no cumpla los requisitos previstos en el artículo 

509 CDFA se regulan en el artículo 513.1 CDFA. En virtud de dicho precepto, la 

desheredación injusta tiene la misma consideración que la exclusión absoluta a efectos de 

determinar sus consecuencias. Así, conforme a lo dispuesto en el artículo 513.3 CDFA, 

cuando la exclusión absoluta -en este caso, desheredación injusta-, afecte al único 

legitimario, éste conservará el derecho a suceder abintestato y a reclamar la legítima 

colectiva frente a terceros cuando exista lesión de la misma.  

 

En tal sentido, cabe traer a colación la citada anteriormente SAP Zaragoza nº 497/2010, 

de 9 de noviembre, que, en aplicación de la normativa vigente en tal fecha, declaró lo 

siguiente: «en orden a fijar las causas de nulidad de las disposiciones testamentarias […] 

la desheredación sin causa cierta se parifica a la exclusión absoluta», matizando que, en 

tales casos, «todos los legitimarios conservarán el derecho a suceder abintestato (cuando 

no hay institución de heredero) y a reclamar la legítima colectiva frente a terceros, y ello 

cuando exista lesión de la misma» y concluyendo que, «procede declarar la nulidad de 

esa disposición y reconocer a los demandantes el derecho a la legítima (el 50 % del 

caudal), pero no a que se proceda a la apertura de la sucesión intestada dado que hay 

designación de heredero». Del mismo modo y aplicando la normativa vigente en la 

actualidad, la citada anteriormente SAP Teruel 51/2022, de 30 de mayo, declara en su 

fundamento jurídico tercero lo siguiente: «nos hallamos ante una pretendida 

desheredación que no cumple los requisitos expresados en el artículo 509 CDFA, por lo 

que es de aplicación lo dispuesto en el artículo 513. […] Por ello, procede declarar la 

nulidad de esa disposición y reconocer a los demandantes el derecho a la legítima (del 

50% del caudal) pero no a que se proceda a la apertura de la sucesión intestada dado que 

hay designación de heredero». 

 

                                                
43 Sentencia del Tribunal Supremo nº 725/2002, de 9 de julio, FJ 5º (EDJ 2002/26085), extraída del 
buscador de jurisprudencia «Lefebvre». 
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En atención a lo expuesto, cabe concluir que, en el caso objeto de análisis, la nulidad de 

la cláusula primera del testamento otorgado por el progenitor del Sr. Pérez no conllevaría 

la nulidad del resto de disposiciones testamentarias del mismo testamento, manteniéndose 

así la validez de la designación como herederas universales de las sobrinas del testador -

D.ª María y D.ª Laura López- en cuanto no perjudique a la legítima del Sr. Pérez. En 

consecuencia, en caso de declararse injusta la desheredación del Sr. Pérez, éste será 

declarado heredero forzoso o legitimario del testador y tendrá derecho a recibir la parte 

del caudal correspondiente a la legítima legal conforme al Derecho foral aragonés, es 

decir, la mitad del caudal relicto, no resultando procedente la apertura de la sucesión 

intestada al existir institución de herederos. 

 

Asimismo, cabe señalar que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 394 LEC, 

resulta probable que el tribunal imponga en este caso las costas procesales a la parte 

demandante, es decir, a las herederas, al haber sido rechazadas todas sus pretensiones. 

Ahora bien, si la autoridad judicial competente, basándose en las nuevas líneas 

jurisprudenciales establecidas en la materia, considera que el caso en cuestión presenta 

serias dudas de hecho o de derecho, las costas causadas en la instancia serán declaradas 

de oficio, es decir, cada parte abonará las suyas propias y las comunes por mitad. 

  

          3.2. Consecuencias fiscales ante la Administración Tributaria de Aragón 

 

          Tras lo expuesto en el presente dictamen, no pueden obviarse los aspectos fiscales 

inherentes a todo supuesto de Derecho de sucesiones. Así, procede analizar finalmente 

las consecuencias que cada una de las opciones planteadas supone en el ámbito tributario, 

en particular, respecto al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, según lo dispuesto en 

el artículo 3 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y 

Donaciones (en adelante, LISD). 

        

Por un lado, como bien se ha mencionado anteriormente, en caso de alcanzar un acuerdo 

extrajudicial con anterioridad a la interposición de la correspondiente demanda en vía 

judicial, habrá que estar a lo dispuesto por la Resolución Vinculante de la Dirección 

General de Tributos, V1514-11, de 10 de junio de 2011, que establece que, «si la 

desheredación fue hecha sin expresión de causa o por alguna que no fuera de las antes 

mencionadas [previstas en los artículos 853 y 756 CC], la interpretación conjunta de los 
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artículos 849 y 851 del Código Civil conduce a entender que, no teniendo plena validez 

tal disposición testamentaria, la parte de la legítima estricta correspondiente al 

desheredado entra en su patrimonio directamente del causante, por lo que la tributación 

procedería como operación sucesoria. Por el contrario, si la desheredación fue hecha con 

expresión de alguna de las causas antedichas y, no obstante, los restantes coherederos y 

cónyuge pretenden transmitir su parte de legítima al desheredado significaría, con 

independencia de las motivaciones que les impulsen, la renuncia gratuita a favor de 

persona determinada de un derecho integrado en sus respectivos patrimonios, por lo que 

estaríamos ante una adquisición “inter vivos” y, por ende, la transmisión debería tributar 

como donación».  

 

Por lo tanto, en el supuesto analizado, estaríamos ante una operación sucesoria en la que 

la parte correspondiente a la legítima legal entraría a formar parte del patrimonio del Sr. 

Pérez de forma automática, lo cual supone una gran ventaja respecto a las deducciones 

de las que pueden beneficiarse los descendientes directos del causante en una sucesión, 

conforme a lo dispuesto en el Capítulo III, Sección 1.ª, del Decreto Legislativo 1/2005, 

de 26 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de 

las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de tributos 

cedidos. Todo ello, teniendo en cuenta que, tal como establece la Resolución Vinculante 

de la Dirección General de Tributos, V0579-22, de 21 de marzo de 2022, la Dirección 

General de la Seguridad Jurídica y de la Fe Pública reconoce la validez y eficacia de los 

acuerdos extrajudiciales de los afectados en los supuestos de desheredación en un 

testamento. 

 

Por otro lado, procede analizar las consecuencias fiscales en caso de no concurrir las 

circunstancias referidas en los anteriores párrafos. Así, partiendo del supuesto de que no 

hubiera podido alcanzarse un acuerdo extrajudicial entre las partes y, en consecuencia, se 

hubiera interpuesto la correspondiente demanda, bien allanándose la parte demandada, o 

bien, oponiéndose ésta a la demanda sin conseguir probar la veracidad de la causa de 

desheredación alegada por el testador, declarándose finalmente la nulidad de la 

disposición testamentaria en cuestión, se procedería de la siguiente manera. 

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 5, apartados a) y b) LISD, tanto en las 

adquisiciones mortis causa, como en las donaciones y demás transmisiones lucrativas 
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inter vivos equiparables, los causahabientes y los donatarios, respectivamente, están 

obligados al pago del Impuesto a título de contribuyentes, siempre que sean personas 

físicas. El plazo para la presentación de la liquidación de dicho impuesto -que no debe 

confundirse con el plazo para aceptar la herencia, considerado por la jurisprudencia y la 

doctrina de treinta años- es de seis meses computados desde el día siguiente al 

fallecimiento del causante o desde aquel en que adquiera firmeza la declaración de 

fallecimiento. Este plazo podrá ampliarse seis meses más si se solicita la correspondiente 

prórroga para ello. Trascurrido dicho plazo sin haberse liquidado el impuesto, la Agencia 

Tributaria aplicará a la deuda tributaria los correspondientes recargos e intereses de 

demora, pudiendo imponer, en su caso, las sanciones oportunas. 

 

Dicho lo que antecede, resulta preciso determinar si el inicio del proceso de impugnación 

de disposiciones testamentarias en cuestión supone la paralización o suspensión temporal 

del pago del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Dicha cuestión ha sido resuelta en 

la Resolución Vinculante de la Dirección General de Tributos, V0410-11, de 22 de 

febrero de 2011; en la cual, si bien se manifiesta que, «las Comunidades Autónomas 

tienen atribuidas competencias normativas para regular los aspectos de gestión y 

liquidación del impuesto, según prevé el artículo 48.2 de la Ley 22/2009, de 18 de 

diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas 

de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas 

normas tributarias», se establece asimismo que la promoción del juicio voluntario de 

testamentaría puede producir la interrupción del plazo en función del momento en que se 

produzca -entendiéndose que la cuestión litigiosa comienza con la presentación de la 

demanda-.  

 

Así, si dicho proceso se promueve con anterioridad a la presentación de la declaración 

del impuesto, se interrumpirá el plazo establecido para la presentación de los documentos 

y declaraciones; mientras que, si se promueve tras haberse presentado en plazo el 

documento o la declaración, la Administración debe suspender la liquidación hasta que 

sea firme la resolución definitiva. Por otro lado, en caso de promoverse con posterioridad 

al término del plazo de presentación o del de la prórroga que se haya concedido sin que 

el documento o la declaración hayan sido presentados, la Administración debe requerir la 

presentación, pero puede suspender la liquidación hasta que recaiga resolución firme, sin 

perjuicio de las sanciones que, en su caso, procedan. Por último, si se promueve después 



 - 38 - 

de practicada la liquidación, puede acordarse el aplazamiento de pago de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 84 y 90 del Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, 

por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (en lo 

sucesivo, RISD).  

 

En cualquier caso, dicho plazo se computará de nuevo desde el día siguiente a aquel en 

que quede firme el auto, aprobando las operaciones divisorias o la sentencia que ponga 

término al pleito en caso de oposición, o bien desde que todos los interesados desistan del 

juicio promovido, en virtud del artículo 69 RISD. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 - 39 - 

        VI. CONCLUSIONES 

 
         I. – La evolución de los modelos familiares y el aumento de la esperanza de vida en 

los últimos años han propiciado que la sociedad comience a valorar la posibilidad de 

desheredar a sus propios descendientes. No obstante, para que ello prospere, se requiere 

la concurrencia de alguna de las causas previstas en el artículo 510 CDFA, respecto a las 

que sigue primando cierta aplicación restrictiva pese a haber sido objeto de interpretación 

por el Tribunal Supremo. 

 

         II. – Dado que, a priori, la desheredación del Sr. Pérez no puede ampararse en 

ninguna de las citadas causas legales, procede estudiar la interposición de una demanda 

de impugnación y nulidad de disposiciones testamentarias, no sin antes llevar a cabo una 

reclamación extrajudicial previa contra las herederas -D.ª María y D.ª Laura López, 

sobrinas del testador- en aras de solucionar el conflicto de forma extrajudicial. En caso 

de alcanzarse un acuerdo extrajudicial previo a la interposición de la demanda, tendría 

lugar la distribución y adjudicación de los bienes de forma distinta a la establecida en el 

testamento cuya validez se cuestiona, concretamente, en la proporción que legítimamente 

hubiera correspondido al Sr. Pérez -la mitad del caudal relicto-, que tributaría como 

operación sucesoria.  

 

         III. – En caso de no prosperar dicho acuerdo extrajudicial, se procedería a la 

interposición de una demanda de juicio ordinario en ejercicio de la acción de impugnación 

y nulidad de disposiciones testamentarias contenidas en el testamento abierto otorgado 

por el progenitor del Sr. Pérez, solicitando la declaración de nulidad de pleno derecho de 

la cláusula primera del testamento, en la que se expresa el motivo de desheredación de su 

único hijo, así como de la institución de heredero en cuanto perjudique al Sr. Pérez, 

declarando igualmente el derecho de éste a recibir la parte de la herencia que le 

corresponde como heredero legitimario y a intervenir como tal en las operaciones 

particionales que hayan de practicarse respecto de dicha herencia, condenando a las 

demandadas conforme a tales pretensiones y al pago de las costas causadas en el 

procedimiento. Ello, tras el estudio de los requisitos procesales que podrían ocasionar la 

desestimación de la misma por excepciones procesales. Las herederas, quienes ostentarán 

la legitimación pasiva en este proceso, podrán allanarse u oponerse a la misma. Así, si 
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ambas codemandadas decidieran allanarse a las pretensiones del actor y, siempre que no 

concurra alguna de las causas de exclusión de los efectos normales del allanamiento, 

procedería, ex artículo 21.1 LEC, dictar sentencia en los términos solicitados en la 

demanda, decretando así la nulidad de la disposición testamentaria en cuestión. 

 

         IV. – El fondo de la acción pretendida en el supuesto analizado radica en el estudio 

de dos conceptos jurídicos fundamentales en el Derecho foral aragonés que, en virtud del 

artículo 318 CDFA, limitan la libertad de testar. Por un lado, el derecho de los 

descendientes del testador -o, al menos, de uno de ellos- a la legítima colectiva, que 

representa la mitad del caudal relicto y que solo podrá ser extinta cuando concurra en 

todos o en el único descendiente que conserve la condición de legitimario alguna de las 

causas de desheredación previstas en el citado artículo 510 CDFA. Por otro lado, el 

principio del Derecho foral aragonés standum est chartae, que supone la primacía de la 

voluntad de los otorgantes siempre que no resulte de imposible cumplimiento o sea 

contraria a la Constitución o a las normas imperativas del Derecho aragonés.  

 

         V. – Dado que la posibilidad de desheredar al único legitimario depende de la 

existencia de alguna de las causas previstas legalmente para ello -entre las que se 

encuentran las causas de indignidad sucesoria-, resulta determinante para la resolución 

del supuesto planteado analizar la concurrencia en el Sr. Pérez de alguna de tales causas, 

teniendo en cuenta la evolución jurisprudencial con respecto a las mismas, así como la 

posibilidad de subsumir la falta de relación familiar en alguno de dichos supuestos. En 

este sentido, cabe destacar que, en los últimos años se ha ido introduciendo por la 

jurisprudencia cierta flexibilidad en la interpretación del maltrato de obra como causa de 

desheredación, equiparando excepcionalmente el maltrato psicológico a la misma. No 

obstante, se mantiene el criterio de que el abandono emocional no da lugar, por sí solo, a 

desheredación de ningún tipo, pues para ello debe probarse que dicho alejamiento supuso 

un menoscabo para la salud mental del testador y que no fue imputable a éste, sino al 

desheredado. Por todo ello, procede concluir que no concurre en el Sr. Pérez causa legal 

de desheredación alguna y que, en consecuencia, se ha vulnerado lo dispuesto en las 

normas imperativas aplicables al supuesto en cuestión respecto a la legítima y al principio 

standum est chartae. 
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         VI. – A consecuencia de la anterior conclusión, deberá declararse la nulidad de la 

disposición testamentaria que contiene la desheredación del Sr. Pérez, si bien ello no 

conllevará la nulidad del resto de disposiciones testamentarias del mismo testamento, 

manteniéndose la validez de la designación como herederas universales de las sobrinas 

del testador -D.ª María y D.ª Laura López- en cuanto no perjudique a la legítima del Sr. 

Pérez. Así, en caso de declararse injusta la desheredación del Sr. Pérez, éste será 

declarado heredero forzoso, si bien únicamente tendrá derecho a recibir la parte del caudal 

correspondiente a la legítima legal conforme al Derecho foral aragonés, no resultando 

procedente la apertura de la sucesión intestada al existir institución de herederos. 

 

         VII. – Respecto a los aspectos fiscales ante la Administración Tributaria de Aragón, 

cabe destacar que, si se alcanzase un acuerdo extrajudicial previo entre las partes, la 

operación transaccional a favor del Sr. Pérez no tributaría como donación, sino como 

operación sucesoria, lo cual presenta notables ventajas para el legitimario. En caso de que 

dicho acuerdo no prosperase y se interpusiera la correspondiente demanda, debe tenerse 

en cuenta que el inicio del proceso de impugnación de disposiciones testamentarias en 

cuestión puede producir la interrupción del plazo de seis meses -prorrogable a seis meses 

más- previsto para el pago del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones en función del 

momento en que se produzca. En cualquier caso, dicho plazo se computará de nuevo 

desde el día siguiente a aquel en que quede firme la sentencia que ponga término al 

proceso judicial. 

 

         VIII. – Por todo lo expuesto, en caso de no alcanzarse un acuerdo extrajudicial, 

procede la interposición por la representación procesal del Sr. Pérez de una demanda de 

impugnación y nulidad de disposiciones testamentarias contra las herederas de su 

progenitor, dada la previsible estimación de la misma. Ello, teniendo en cuenta que la 

desheredación del Sr. Pérez no ha quedado justificada y que, por lo tanto, debe declararse 

la condición de éste como heredero forzoso de su padre, reconociéndose, en 

consecuencia, su derecho a percibir la legítima. 

 

        Este es mi parecer, que emito a requerimiento de D. Javier Pérez Ruiz, someto a la 

consideración de cualquier otro mejor fundado en Derecho y firmo en Zaragoza, a 24 de 

enero de 2023. 

Fdo.: Gemma Barriendos Perdiguer 
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